
 

 
 
ESCUELA POLITÉCNICA NACIONAL 

 

-RECTORADO- 

 

1 

Quito, a 17 de enero de 2017 
 
 

Señor/a 
CANDIDATO/A A LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DEL 

ECUADOR 
Presente.- 
 

De mi consideración: 

En mi calidad de Rector de la Escuela Politécnica Nacional, me permito 

poner en su conocimiento un delicado tema relacionado con un derecho 

que los docentes universitarios de las universidades y escuelas 

politécnicas públicas tuvieron por décadas, a fin de que se digne 

analizarlo con detenimiento. 

La Asamblea Nacional, en uso de sus facultades constitucionales expidió 

la Ley Orgánica de Educación Superior; misma que fue sancionada por 

el Presidente de la República, de conformidad al artículo 137 de la 

Constitución de la República. Dado que se cumplió con lo presupuestado 

en el cuarto inciso del Art. 138 de la norma fundamental, el Ejecutivo 

ordenó su promulgación, y fue publicada en el suplemento del Registro 

Oficial No. 298 del 12 de octubre de 2010. 

En ese cuerpo legal, consta una controversial norma que ha afectado a 

innumerables docentes universitarios en el Ecuador, a saber: 

“Disposición Transitoria Décimo Novena.- Jubilación 

Complementaria.- Los fondos de pensión complementaria creados al 

amparo del Decreto Legislativo de 1953 que estableció la pensión auxiliar 

para el personal académico de las universidades y escuelas politécnicas, 

continuarán generando este beneficio con recursos del Estado en los 
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términos indicados en el aludido Decreto Legislativo, para los actuales 

beneficiarios.  

Los profesores e investigadores de las instituciones públicas del Sistema 

de Educación Superior que se hubieren acogido a la jubilación patronal 

antes de la vigencia de esta Ley o los que lo hicieren hasta diciembre de 

2014, recibirán este beneficio.” 

 

Pero, ¿qué es la jubilación complementaria? Con fecha 22 de octubre de 

1953, el entonces Congreso de la República del Ecuador, expidió el 

Decreto Legislativo s/n, promulgado el 10 de noviembre de 1953, por el 

Dr. José María Velasco Ibarra, quien fungía como Presidente de la 

República. El Decreto en comento, fue publicado en el Registro Oficial 

No. 380 de fecha 03 de diciembre 1953, estableciendo en su Art. 1 

establece: “Los profesores universitarios jubilados por la Caja de 

Pensiones, tendrán derecho a una pensión auxiliar a cargo del Presupuesto 

de la Universidad respectiva, siempre que hubieren completado treinta 

años de servicios en Instituciones Educacionales y tuvieren por lo menos 

cincuenta y cinco años de edad.  La pensión auxiliar será la diferencia 

entre el último sueldo mensual que hubiere percibido el profesor y la 

jubilación otorgada por la Caja de Pensiones.” El prenombrado Decreto 

Legislativo fue emitido, según su parte considerativa, por cuanto “[…] las 

jubilaciones de la Caja de Pensiones, por vejez , para el personal de las 

Universidades, tienen un límite muy bajo, debiéndose en justicia 

mejorarse, dado lo difícil de la vida actual;” y además, dado “Que dicho 

personal aporta palpables beneficios a la Cultura Nacional, siendo 

obligatorio para el Estado, proporcionarle, en la jubilación, más tranquila 

condición de vida;”. Al amparo de dicho Decreto Legislativo, varias 
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universidades del país implementaron la Jubilación especial o 

complementaria para docentes; la cual se vino regulando a través de la 

expedición de reglamentos internos por parte de los organismos 

universitarios pertinentes. En dichos cuerpos normativos se 

consagraron, entre otros temas, el derecho a percibir una jubilación 

complementaria, independiente a la del IESS; la constitución de los 

Fondos de Jubilación e Indemnización y la regulación de su 

funcionamiento.  

 

El referido Decreto Legislativo estuvo vigente hasta el 12 de octubre de 

2010, fecha en la que se publicó en el Suplemento del Registro Oficial No. 

298, la Ley Orgánica de Educación Superior. La Ley en referencia, en su 

Disposición Derogatoria Quinta, con una confusa redacción y 

paupérrima sintaxis, dispone:  

“Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan 
a la presente Ley, así como también los siguientes artículos 
del Decreto Legislativo del año 1953 en la parte pertinente 
a “Los Profesores universitarios jubilados por la Caja de 
Pensiones, tendrán derecho a una pensión auxiliar con 
cargo al presupuesto de la Universidad respectiva:  
 
1. “Art. 1º – Los profesores universitarios jubilados por la 
Caja de Pensiones, tendrán derecho a una pensión auxiliar 
a cargo del Presupuesto de la Universidad respectiva, 
siempre que hubieren completado treinta años de servicios 
en Instituciones Educacionales y tuvieren por lo menos 
cincuenta y cinco años de edad. 
 
La pensión auxiliar será la diferencia entre el último sueldo 
mensual que hubiere percibido el profesor y la jubilación 
otorgada por la Caja de Pensiones. 
 
2. Art. 2º – Los profesores universitarios jubilados por el 
Estado con pensiones inferiores a setecientos sucres, 
tendrán derecho a que desde enero de mil novecientos 
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cincuenta y cuatro se les pague el doble de su actual 
pensión.”.” (sic) 
 
 

Es indiscutible la atribución constitucional del Parlamento de derogar 

legales, no obstante lo que no se podía mediante ley es mermar los efectos 

generados por las normas legales al momento de ser expedidas y mientras 

estuvieron vigentes. Así, la Disposición Transitoria Décima Novena de la 

LOES, contra todo razonamiento pro defensa de derechos, en lo que a la 

jubilación complementaria se refiere, expresa: 

 

“Los fondos de pensión complementaria creados al amparo 
del Decreto Legislativo de 1953 que estableció la pensión 
auxiliar para el personal académico de las universidades y 
escuelas politécnicas, continuarán generando este beneficio 
con recursos del Estado en los términos indicados en el 
aludido Decreto Legislativo, para los actuales beneficiarios. 

 

Los profesores e investigadores de las instituciones 
públicas del Sistema de Educación Superior que se hubieren 
acogido a la jubilación patronal antes de la vigencia de esta 
Ley o los que lo hicieren hasta diciembre de 2014, recibirán 
este beneficio.” 

 

 

Recordemos que varias universidades del país implementaron el beneficio 

del Decreto en comento, por lo que miles de docentes universitarios desde 

hace décadas han aportado a dichos Fondos de Jubilación 

Complementaria, lo cual ha contribuido en una merecida mejora en la 

jubilación de los docentes universitarios que han dedicado su vida a la 

formación de profesionales en el Ecuador.  

 

Recalcamos que sería incongruente irnos en contra de la derogatoria del 

Decreto Legislativo, pues como bien lo señala el Art. 120 ordinal sexto de 

la Constitución de la República, es una atribución de la Asamblea 
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Nacional el derogar las leyes. No obstante, toda derogatoria debe 

ajustarse al respeto de derechos, lo cual como veremos a continuación 

no sucedió 

 

Una de las bondades de la actual Constitución es que el catálogo de 

derechos no se limita a los establecidos en la norma suprema y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, sino que incluye a 

los demás derechos derivados de la dignidad de las personas que sean 

necesarios para su pleno desenvolvimiento. De tal forma, podemos colegir 

fácilmente que una pensión jubilar sin duda constituye un derecho que 

deriva de la dignidad humana que es a todas luces, necesario para el 

desenvolvimiento de la persona. En palabras de Ramiro Ávila: “La 

referencia a la dignidad tiene sustento jurídico innegable, aunque también 

podría tener referencia al iusnaturalismo, que tanto fue criticado por el 

positivismo. La célebre fórmula kantiana de que nadie debe ser un medio 

para que otros cumplan sus fines salvo que sea medio y fin al mismo 

tiempo, ha dado ocasión para que, a nivel jurídico, se la desarrolle en más 

de 94 volúmenes de sentencias del Tribunal Constitucional Federal, como 

enseña el jurista alemán Robert Alexy, con ocasión del artículo uno de la 

Ley Fundamental Alemana que proclama que el Estado tiene como fin 

realizar la dignidad; a nivel doctrinario, por ejemplo, Ferrajoli ha usado la 

fórmula kantiana para deslegitimar todos los argumentos a favor de la 

prevención como fin de la pena. Esta cláusula que remite a la dignidad, 

que se denomina en la doctrina como “cláusula abierta”, abre la 

posibilidad para que los derechos no reconocidos en la Constitución ni en 

instrumento internacional alguno, puedan ser justiciables. La referencia a 

la dignidad, sin duda, nos ofrece parámetros más objetivos para la 



 

 
 
ESCUELA POLITÉCNICA NACIONAL 

 

-RECTORADO- 

 

6 

determinación de derechos.”1 En la especie, la Disposición Transitoria 

Décimo Novena de la LOES sin duda afecta a un derecho que atañe a la 

dignidad humana, por tanto dicha norma es reñida con la Constitución.   

 

Conforme se señaló líneas arriba, el objetivo y finalidad del Decreto 

Legislativo s/n de 1953 fue mejorar la jubilación de los docentes 

universitarios. Podría mencionarse que los tiempos han cambiado, sin 

embargo la realidad del docente universitario no ha merecido una mejoría 

plausible. La Corte Constitucional en la Sentencia No. 005-10-SIN-CC de 

10 de junio de 2010, cuando analizaba la jubilación complementaria de 

los docentes universitarios, con acierto y coherencia en su ratio decidendi 

dice: “Es indudable que el sistema de pensiones jubilares a lo largo de la 

historia, desde su creación, no ha logrado satisfacer las expectativas de 

los beneficiarios, resultando algunos sectores particularmente afectados, 

pues, no obstante la contribución que con su trabajo han prestado al 

desarrollo de la sociedad, al momento de acogerse a la jubilación han 

pasado a percibir ínfimas sumas mensuales en concepto de pensiones 

jubilares, insuficientes para afrontar mínimas condiciones de subsistencia, 

pues dados los bajos niveles salariales percibidos en su período activo, las 

contribuciones al sistema de seguro social han seguido la misma suerte, 

de ahí los bajos niveles en sus pensiones. La situación descrita se presentó 

precisamente con el sector docente universitario público nacional, razón por 

la que el Congreso Nacional, mediante Decreto consideró que las 

jubilaciones de la Caja de Pensiones por vejez tenían un “límite muy bajo, 

debiendo en justicia mejorarse, dado lo difícil de la vida actual”; consideró 

además la importancia de los beneficios del aporte de dicho personal a la 

                                                           
1 Ramiro Ávila Santamaría, “Los principios de aplicación de los derechos”, en Constitución de 2008 en 
el contexto andino, Ministerio de Justicia. Quito. 2008. Págs. 63 y 64. 
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cultura nacional, “siendo obligatorio para el Estado, proporcionarle en su 

jubilación (una) más tranquila condición de vida”,[…]” En ese sentido, al 

haberse prescindido de ese beneficio, tiene más relevancia la decisium de 

la sentencia, cuando dice: “[…] mientras no cambie el sistema de 

aportaciones que otorgue provisiones necesarias que permitan pagar una 

pensión jubilar digna, las jubilaciones complementarias y sus equivalentes 

constituyen mecanismos adecuados para lograr dicho objetivo.” Como 

sabemos, el sistema de aportaciones no ha cambiado, por lo que 

constituye cuestionable el limitar hasta cierta fecha –año 2014- el acceso 

a la jubilación complementaria. Lo dicho conculca el Art. 11, número 8 

de la Constitución, pues al referirse a un derecho fundamental de 

carácter social como lo es una pensión de jubilación digna, el Estado lo 

que debía hacer es desarrollar de manera progresiva las normas y las 

políticas públicas en esa materia, empero al establecer una fecha tope 

para acceder a un derecho se hace todo lo contrario, pues en lugar de 

avanzar en el reconocimiento y protección de derechos, se está generando 

un retroceso, y la norma fundamental considera inconstitucional 

cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, 

menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos. De tal 

modo, miles de docentes universitarios, de modo inusitado se quedaron 

sin ese merecido beneficio que mejoraba una escueta pensión jubilar, tal 

como lo reconoció el máximo organismo de justicia constitucional; es 

decir, muchos docentes, al momento de jubilarse, regresarán a la 

apremiante realidad de la década de los cincuenta del siglo pasado. Por 

tanto, esa norma es regresiva y por ende inconstitucional.  

 

Por otro lado, creemos que la Disposición Transitoria Décima Novena se 

contrapone con el Art. 82 de la Constitución, que consagra el derecho a 
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la seguridad jurídica. Constituye un deber ineludible del Estado, a través 

de los organismos  y entidades competentes que integran el sector 

público, el respetar y hacer respetar las normas que consagran derechos 

de las personas; normas que, prevalecen sobre cualquier disposición 

contenidas en las Leyes, decretos, estatutos, ordenanzas, reglamentos, 

resoluciones y actos de los poderes  públicos. La norma constitucional en 

comento, consagra el derecho a la seguridad jurídica, la cual se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 

jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes. 

Sin lugar a dudas se afecta a la seguridad jurídica, pues de manera 

precipitada se limita la existencia del derecho a la jubilación 

complementaria a los actuales beneficiarios y máximo a quienes se 

jubilen hasta el año 2014. ¿A razón de qué se estableció ese año como 

límite?, ¿qué sucede con quienes cumplirán con los requisitos para 

jubilarse después del 2014? No se puede olvidar que miles de docentes 

cuya edad no les permitió jubilarse hasta el 2014 han aportado para 

recibir una jubilación complementaria, pues al momento que iniciaron 

su carrera docente ese beneficio estaba jurídicamente validado. En las 

condiciones económicas actuales no es sencillo desprenderse cada mes 

de un rubro de dinero que puede ayudar a enfrentar distintas 

necesidades cotidianas, empero, si se tiene certeza que ese 

renunciamiento tiene como finalidad robustecer un ingreso que permita 

enfrentar con dignidad los últimos años de vida, se asume con optimismo 

esa privación económica. Cabe preguntarse: ¿cuántos docentes habría 

aportado al Fondo de Jubilación Complementaria a sabiendas de que en 

algún momento ese beneficio podría desaparecer?, la respuesta es pocos, 

o quizá ninguno. Y esto es lógico, toda vez que en un Estado civilizado 
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donde las normas son sinónimo de certeza jurídica no cabría la 

posibilidad de suspender tal beneficio. Volvemos a insistir, la derogatoria 

de una norma es atribución del Legislativo constitucionalmente 

establecida, y si bien puede discutirse la pertinencia de derogar leyes que 

establecen derechos sociales, lo que no admite argumento en contrario 

es que los derechos generados por la expedición y vigencia de una norma 

jurídica deben ser respetados.  

 

Si revisamos la Teoría General del Derecho, desde inicios del siglo XX, se 

desarrolló la gran teoría sobre la aplicación de normas en el tiempo. Nos 

referimos a aquella que defiende los “derechos adquiridos”, que “en 

esencia sostiene que una vez que un derecho ha nacido y se ha establecido 

en la esfera de un sujeto, las normas posteriores que se dicten no pueden 

afectarlo. En consecuencia, el derecho seguirá produciendo los efectos 

previstos al momento de su constitución, bien por el acto jurídico que le dio 

origen, bien por la legislación vigente cuando tal derecho quedó 

establecido. Es de origen privatista y busca proteger la seguridad de los 

derechos de las personas. Tiende a conservar las situaciones existentes y 

rechaza la modificación de las circunstancias por las nuevas disposiciones 

legales.”2  

 

Inclusive, la norma legal incurre en la retroactividad, pues está afectando 

un beneficio social de miles de docentes universitarios, consolidado a 

través de un Decreto Legislativo. Debe recordarse que la norma jurídica 

nace con la promulgación y publicación y deja de existir con la 

                                                           
2 Marcial Rubio Correa “Aplicación de la Norma Jurídica en el tiempo”. PUCP, 2007. Lima. Pág. 
27-30 
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derogatoria. Según Hernán Salgado Pesantes, en el lapso intermedio la 

norma está vigente, es decir rige, está en vigor, produce efectos jurídicos, 

y sostiene, que mientras la norma no sea derogada expresa o tácitamente, 

está vigente y por tanto tiene efectos vinculantes, es decir, es obligatoria. 

A los hechos, actos jurídicos y contratos se debe aplicar la norma vigente, 

al momento en que éstos se dieron. Lo contrario sería atentar contra la 

seguridad jurídica, que es uno de los principios y fines del Derecho, ya 

que campearía la incertidumbre y la ciudadanía no sabría a qué atenerse 

pues las situaciones jurídicas de hoy, podrían cambiar al dictarse una 

nueva norma el día de mañana, en otras palabras, estaríamos ante una 

constante inestabilidad jurídica.3 Nuestro ordenamiento jurídico acoge el 

principio de irretroactividad, el cual está consagrado en el Código Civil, 

en el Art. 7, que en su parte pertinente señala: “La ley no dispone sino 

para lo venidero: no tiene efecto retroactivo; (…)” La irretroactividad 

presupone que la norma jurídica rige únicamente para el futuro y no 

puede regular hechos, actos, situaciones jurídicas que se dieron con 

anterioridad a su expedición. Según el jurista peruano, Carlos Alberto 

Soto Coahuila, en materia de aplicación de las normas en el tiempo, debe 

adoptarse la teoría de los hechos cumplidos. Según esta teoría, “cada 

hecho jurídico debe quedar sometido y ser regulado por la ley vigente en 

el momento en que dicho hecho se produce o acontece (tempus regit 

factum)”. En consecuencia, los hechos cumplidos durante la vigencia de 

la antigua ley se rigen por ésta y los hechos cumplidos después de su 

promulgación por la nueva. Por lo tanto, si el Estado dicta una ley, ésta 

                                                           
3 Hernán Salgado Pesantes. Lecciones de Introducción al Derecho. Editora Nacional. Quito. 
2002. Pág. 100. 
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será obligatoria desde el día de su publicación y se aplicará a todas las 

situaciones y relaciones que se generen desde esa fecha.4 

 

En ese sentido, si el Decreto Legislativo s/n ha sido derogado, se entiende 

que sus efectos son válidos hasta la fecha en que se dio esa derogatoria. 

En otras palabras, los beneficios de la jubilación complementaria deben 

ser para los profesores que iniciaron su carrera docente hasta el día 11 

de octubre de 2010, es decir, hasta un día antes de que la LOES entrara 

en vigencia y por tanto, se perfeccione la derogatoria del Decreto 

Legislativo s/n. Así se respeta la seguridad jurídica, pues todo docente 

universitario que inicie su carrera a partir de la vigencia de la LOES sabe 

que ya no existe la jubilación complementaria; lo cual es diferente a 

quienes iniciaron su carrera docente anteriormente y a más de saber que 

existía ese beneficio social, aportaron parte de su sueldo para ese fin, 

empero, de manera inconsulta fueron privados de ese derecho. Un claro 

ejemplo de este aserto, constituye la reciente Ley de Fortalecimiento a los 

regímenes especiales de seguridad social de las Fuerzas Armadas y de la 

Policía Nacional, en donde se estableció en las disposiciones transitorias 

que para la aplicación de las prestaciones de quienes se encuentren en 

servicio activo al momento de expedida esa ley, se observarán las normas 

que estuvieron vigentes antes de la nueva legislación, es decir, no se 

contempla un efecto retroactivo.  

 

                                                           
4 Carlos Alberto Soto Coahuila , ““¿Puede el Estado dictar leyes para modificar los términos de un 
contrato?” en Derecho, Gerencia y Desarrollo. Artículos sobre temas jurídicos, Gerencia 
Social-Pública y Desarrollo en el Perú y América Latina. Pontificia Universidad Católica del 
Perú. http://blog.pucp.edu.pe/item/75026/la-intervencion-del-estado-en-los-contratos 
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Por todo lo anotado consideramos que quien ocupe la Presidencia de la 

República a partir del 24 de mayo de 2017, debe tomar correctivos sobre 

la injusticia que se está cometiendo en contra de miles de docentes 

universitarios; por lo que, en caso de que sea usted quien obtenga el 

apoyo mayoritario del pueblo ecuatoriano en las urnas, esperamos se 

digne tomar en cuenta este análisis de la jubilación complementaria 

docente para proceder con las correcciones legislativas del caso. 

 

Por la atención prestada a la presente, reciba mi más cumplido 

reconocimiento. 

 

Atentamente, 

 

 

 

Ing. Jaime Calderón Segovia 
RECTOR  
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